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INFORME No. 97/13
DECISIÓN DE ARCHIVO 

PETICIÓN 4070-02

COMUNIDAD INDÍGENA MAZAHUA DE SAN ANTONIO 
PUEBLO NUEVO Y SUS MIEMBROS
MÉXICO

4 de noviembre de 2013
PRESUNTA VÍCTIMA: 
Comunidad Indígena Mazahua de San Antonio Pueblo Nuevo y sus miembros

PETICIONARIOS: 
Marcelina Castillo Cruz, Pedro Martínez Velásquez, Pablo Mondragón Quirina y Juana Victoriana Cruz 
VIOLACIONES ALEGADAS: 
Los peticionarios no invocaron artículos específicos de la Convención Americana sobre Derechos Humanos
FECHA DE INICIO DE TRÁMITE:
9 de junio de 2005
I. POSICIÓN DE LOS PETICIONARIOS
1. El 17 de septiembre de 2002 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos recibió una petición presentada por Marcelina Castillo Cruz, Pedro Martínez Velásquez, Pablo Mondragón Quirina y Juana Victoriana Cruz, en representación de la Comunidad San Antonio Pueblo Nuevo del pueblo indígena Mazahua, en contra del Estado de México. En la denuncia, se alega la presunta división del territorio de dicha comunidad y su posterior incorporación a un nuevo municipio, creado mediante el Decreto N( 36 del 2 de octubre de 2001, sin haber realizado un proceso de consulta con base en sus usos, costumbres y tradiciones.

2. Señalan que, con relación a estos hechos, presentaron una denuncia ante la Dirección General de Responsabilidades de la Procuraduría General de Justicia del Estado de México, una queja ante la Comisión Estatal de los Derechos Humanos del Estado de México, y acciones de amparo indirecto. No obstante, afirman que ninguno de estos recursos resultó efectivo.

II. POSICIÓN DEL ESTADO 
3. El Estado sostiene que la aprobación del Decreto N( 36 fue realizada de conformidad con el procedimiento legal interno, y en consulta con los delegados indígenas involucrados en la creación del nuevo municipio, incluyendo los representantes de la Comunidad San Antonio Pueblo Nuevo. 
4. Alega que la denuncia debe ser declarada inadmisible, dado que los hechos alegados no caracterizan presuntas violaciones de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y porque no se agotaron los recursos de la jurisdicción interna, en tanto al momento de la presentación de la petición, se encontraba en curso un proceso de amparo iniciado por los peticionarios.

III. TRÁMITE ANTE LA CIDH

5. La petición fue recibida por la Comisión el 17 de septiembre de 2002 y le asignó el número 4070-02. El 9 de junio de 2005 transmitió las partes pertinentes al Estado, solicitándole que dentro del plazo de dos meses presentara sus observaciones, de conformidad con lo establecido en el artículo 30.3 del Reglamento de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, vigente en aquel momento (en adelante el “Reglamento”). La respuesta del Estado fue recibida el 6 de septiembre de 2005 y transmitida a los peticionarios el 31 de mayo de 2006.
6. Además, la CIDH recibió información de los peticionarios mediante comunicaciones recibidas el 22 de junio de 2004, 10 de febrero de 2005, 19 de agosto de 2005, y 28 de agosto de 2006. Dichas comunicaciones fueron oportunamente transmitidas al Estado. Por otra parte, la CIDH recibió observaciones del Estado el 6 de diciembre de 2006 y el 17 de junio de 2010. Dichas comunicaciones fueron debidamente trasladadas a los peticionarios.
7. El 12 de abril de 2010 la CIDH solicitó información actualizada a ambas partes, recibiéndose únicamente la respuesta del Estado, el 17 de junio de 2010. El 10 de agosto de 2010 la CIDH trasladó dicha nota a los peticionarios, solicitándoles la presentación de sus observaciones en el plazo de un mes, sin recibirse respuesta. El 16 de abril de 2012 la Comisión reiteró la solicitud de información efectuada, y les informó que, de no recibirse la información en el plazo indicado, la CIDH podría archivar la petición, conforme al artículo 48.1.b de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y el artículo 42 de su Reglamento. No hubo respuesta de los peticionarios.
IV. FUNDAMENTO PARA LA DECISIÓN DE ARCHIVO

8. El artículo 48.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y el artículo 42 del Reglamento de la CIDH establecen que, antes de determinar la admisibilidad, la Comisión Interamericana deberá verificar si los fundamentos para la petición aún existen o subsisten y si considera que no, ordenará el archivo del caso. De igual modo, el artículo 42.1.b de su Reglamento establece que la CIDH podrá decidir archivar un caso cuando no se dispone de la información necesaria para tomar una decisión.

9. La última información aportada por los peticionarios en el presente caso es del 28 de agosto de 2006. Asimismo, los peticionarios no respondieron a las solicitudes de información adicional realizadas por la CIDH mediante notas del 12 de abril de 2010, 10 de agosto de 2010 y 16 de abril de 2012, en la última de las cuales se les informó sobre la posibilidad de archivo del expediente.

10. En consecuencia, la Comisión no cuenta con los elementos necesarios para determinar si subsisten los motivos que sustentaron la denuncia original ni para formular una decisión final sobre la violación de derechos humanos alegados, por lo que, de conformidad con el artículo 48.1.b de la Convención y el artículo 42 de su Reglamento, decide archivar la presente petición.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 4 días del mes de noviembre de 2013.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Tracy Robinson, Primera Vicepresidenta; Felipe González, Dinah Shelton, y Rose-Marie Antoine, Miembros de la Comisión. 
� Conforme a lo dispuesto en el artículo 17.2.a del Reglamento de la Comisión, el Comisionado José de Jesús Orozco Henríquez, de nacionalidad mexicana, no participó en el debate ni en la decisión de la presente petición.
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